
Desde sectores del oficialismo ligados
principalmente al Socialismo Democráti-
co piden la renuncia de Francisca Moya o
bien que sea el Gobierno el que la re-
mueva y deje de defenderla. 

El senador del PS Fidel Espinoza,
quien expresó a “El Mercurio” que “el
amiguismo ha sido el gran drama de
este Gobierno. Cuando se gobierna se
debe ser más drástico con los más
cercanos, y han hecho todo lo contrario.
En cualquier parte del mundo una ac-
tuación errática y con graves conse-
cuencias como la de Francisca Moya
hubiese significado su salida, menos
acá, donde prima el
amiguismo”.

En el sector señalan
que no comprenden la
permanencia de Moya en
el cargo. 

El jefe de la bancada
de senadores socialistas,
Juan Luis Castro, consi-
dera inexplicable que
existan “diversos profesionales del
Gobierno que visaron la compra del
inmueble y no dijeron nada a sus jefes
directos. ¿Por qué quien tiene el mayor

rango jurídico en Segpres no le advirtió
al Ejecutivo de la inhabilidad sobrevi-
niente de la primera ley de la Repúbli-
ca, que es la Constitución Política?”.

La molestia socialista se da en la
antesala del comité central que, este fin
de semana, configurará la nueva mesa
directiva de la colectividad.

Molestia con Montero

El martes, previo a las palabras de
despedida de la senadora Isabel Allende,
el presidente del Senado Manuel José
Ossandón (RN) solicitó a los legisladores

presentes la autorización
para dejar entrar a los
subsecretarios Ricardo
Montero (Defensa), Nico-
lás Facusse (Segpres),
Jorge Daza (Transportes)
y Heidi Berner (Hacienda).
Solo los tres últimos fue-
ron autorizados.

Aquello fue otra mues-
tra de la molestia que existe en la
colectividad con el Gobierno, señalan
en el partido. El senador Espinoza votó
en contra de su ingreso.

PS exige salida de la abogada 
y senador acusa “amiguismo”

COSTOS
En menos de dos meses,

el PS perdió a la
exministra Maya
Fernández y a la

senadora Isabel Allende.

El comité de senadores socialistas se ha mostrado muy crítico del rol del gobierno en
la compra de la casa del expresidente y el posterior manejo político del Ejecutivo.
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A la negativa del Gobierno a desvin-
cular a Francisca Moya, jefa de la Divi-
sión Jurídica de la Secretaría General de
la Presidencia (Segpres), se suma la
defensa que miembros del Frente Am-
plio han hecho a la abogada tras la
solicitud de los socialistas de retirarla de
su cargo y de la amenaza de la oposición
a presentar una acusación constitucio-
nal contra el ministro Álvaro Elizalde en
el caso de que eso no se concrete.

El diputado y candidato presidencial
del FA, Gonzalo Winter, aseguró al
respecto que, cuando se trata de aseso-
res internos de los ministerios, son sus
superiores “los que tienen que evaluar la
pertinencia”. Y respecto del caso espe-
cífico de Moya, sostuvo: “Efectivamen-
te, en el servicio público, las distintas
personas tienen distintas tareas, y
probablemente la tarea de Francisca
Moya era revisar las inhabilidades del
Estado y no las inhabilidades del vende-
dor, que son dos cosas distintas”.

En tanto, la presidenta del FA, Cons-
tanza Martínez, aseguró en entrevista
con Cooperativa que “evidentemente
acá se ha hecho un análisis crítico desde
el comienzo. El propio Presidente hizo
un mea culpa, y por lo tanto se han
hecho sumarios, se han tomado respon-
sabilidades, se han tomado medidas”.

En esa línea, agregó que “permanen-
temente se busca o la excusa del mando
medio o de la responsabilidad política, y
en este caso, ambas se han tomado”,
haciendo referencia a la salida de la
ministra de Bienes Nacionales, Marcela
Sandoval, militante de su colectividad, a
quien ponen de ejemplo para demostrar
que pagaron los costos políticos del
error, y a Leonardo Moreno, exasesor
del Segundo Piso, que renunció a me-
diados de marzo.

Sobre la molestia del PS con el FA
—que quedó en evidencia cuando el
Partido Socialista se declaró en estado

de reflexión sobre sus aliados—, el
diputado Jaime Sáez (FA) aseguró en
entrevista con EmolTV que “el PS tiene
que asumir sus responsabilidades,
tanto la exsenadora Allende como la
exministra Fernández; en general, toda
la gente involucrada tiene que asumir
responsabilidades”.

Asimismo, cuestionó que “cualquier
cosa que pase en este país es culpa del
FA, me llama mucho la atención aquello.
Creo que hay que tener capacidad de
dar vuelta la página y dejar los berrin-
ches a un lado”. 

El enfado de los socialistas con el
partido del Presidente Boric surgió
luego que se revelara que la senadora
Isabel Allende será destituida de su
cargo por decisión del Tribunal Consti-
tucional, y que la determinación contó
con los votos de ministros designados
por el mandatario.

La noticia de que la legisladora debe-
rá cesar sus funciones en el Senado
coincidió con el día en que el FA procla-
mó a Winter como su candidato presi-
dencial. Y pese a que el evento había
sido programado previo a que se supie-
ra la resolución, los socialistas cuestio-
naron que habría existido falta de
compañerismo.

La defensa de Winter y el Frente
Amplio a la jefa de la División Jurídica 

Diputado Gonzalo Winter, candidato
presidencial del FA.
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“Destituir a Francisca Moya es dejar que la
responsabilidad del caso quede sobre el Presidente
y eso no se puede permitir”, es el diagnóstico que
se tiene al interior del Palacio de La Moneda sobre
la posición en la que se encuentra la jefa de la
división jurídica de la Secretaría General de la
Presidencia (Segpres). La abogada se ha converti-
do en el principal blanco de críticas de algunos
sectores del Socialismo Democrático y de la oposi-
ción por la fallida compra de la casa del expresi-
dente Salvador Allende. 

Su situación se complicó el lunes, cuando dijo,
en la comisión investigadora de la Cámara de
Diputados sobre el caso, que sabía de la inhabili-
dad de la senadora Isabel Allende para firmar un
contrato con el Estado. “Yo efectivamente, al igual
que mi equipo, conocía la norma, pero como ya
hemos explicado, a nosotros nos toca una tarea
muy específica en este caso. Nosotros realizamos
solo aquellas labores que nos corresponden en este
caso particular, que son aquellas que de hecho nos
exige la ley, que es la revisión de la legalidad de los
decretos supremos que firma el Presidente de la
República”, aseguró.

A Moya rara vez se le ve aparecer en alguno de
los patios de La Moneda y los funcionarios mani-
festaron que se le ha visto aún menos tras su
polémica intervención. 

La defensa de La Moneda

Las críticas por la continuidad de Moya en el
Gobierno llegaron hasta el ministro del Interior,
Álvaro Elizalde (PS), a quien la oposición acusa de
no haber cumplido con sus obligaciones cuando
encabezaba la Segpres, cesando a Moya e inician-

do un sumario administrativo para establecer
responsabilidades. 

Sobre estas acusaciones, Elizalde defendió lo
hecho hasta ahora por el Ejecutivo en este caso.
“El Presidente hizo valer responsabilidad al más
alto nivel. Siempre se dice que el hilo se cortó por
lo más delgado, y le pidió a la ministra donde
estaba radicado este proceso. Entonces si me
preguntan que aquí no se han hecho valer respon-
sabilidades, todo lo contrario, el Presidente tomó
esta decisión hace ya bastante tiempo”, señaló el
ministro en referencia a la salida de la titular de
Bienes Nacionales, Marcela Sando-
val (FA), en enero pasado.

En cuanto al rol de Francisca
Moya en la revisión de los documen-
tos que iba a firmar posteriormente
el Presidente Boric que certificaban
la compra de la casa del expresiden-
te, Elizalde señaló que “todas las
preguntas fueron respondidas. En la
comisión investigadora en el Con-
greso explicamos dónde estaba radicado el proce-
so y lo que le correspondió a la división jurídica
legislativa y ese tema quedó más que claro en la
comisión investigadora”, aseveró.

“Precedente grave”

Otro punto que abordó el ministro fueron las
declaraciones que dieron algunos secretarios de
Estado, incluido él, sobre el “precedente grave” del
fallo del Tribunal Constitucional que trajo varias
consecuencias que aquejan a la coalición de Go-
bierno. “Respecto a Isabel Allende no tengo más
que palabras de reconocimiento por su compromi-

so, su trayectoria, en este caso en particular ha
actuado de buena fe. Se me criticó mucho cuando
yo dije que este era un precedente grave en su
oportunidad, pero hice referencia precisamente a
que se instalaba un precedente que pudiera tener
incluso efecto para el futuro”, dijo.

Además, indicó que “en lo que respecta al de-
creto firmado por el Presidente, la propia contra-
lora general de la República dijo que era conforme
a derecho y conforme a la Constitución y tanto es
así que se tomó razón del mismo”.

Respecto a la posibilidad de una acusación
constitucional en su contra, que no
descartaron diputados de RN, Elizalde
dijo que no hace “supuestos sobre lo
que no ha acontecido” y sostuvo que
esta medida “tiene que hacerse sobre
la base de fundamentos que establece
la propia Constitución”.

Asimismo, Elizalde respondió los
comentarios sobre que Moya sería la
nueva Miguel Crispi, debido al rol que

cumplía el exjefe del segundo piso como paraguas
para el mandatario impidiendo que las responsabi-
lidades llegaran a su figura, Elizalde respondió que
“yo he trabajado con ella, le pueden preguntar lo
mismo a la actual ministra Secretaria General de la
Presidencia, es una profesional muy destacada”.

Sobre el mismo tema fue consultada la ministra
vocera (s), Aisén Etcheverry, quien dijo que res-
pecto a la materia específica de la compra de la
casa del expresidente Allende “hay un proceso en
curso, una comisión investigadora, un proceso en
la fiscalía, un sumario en Bienes Nacionales y eso
tiene que seguir su curso. Así que nosotros no
tenemos nada nuevo que aportar en esa materia”. 

“Un paraguas para el Presidente”: La razón para mantener a la abogada

La abogada acrecentó la controversia con sus dichos en la comi-
sión investigadora sobre la compra de la casa de Allende.
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Francisca Moya coincidió con el actual mandatario cuando
ambos estudiaban Derecho en la Universidad de Chile.
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LUNES 7
Francisca Moya asistió

a la comisión
investigadora de la

Cámara por la compra
de la casa de Allende.

C 2 JUEVES 10 DE ABRIL DE 2025POLÍTICA

Senadores PS siguen pidiendo la salida de la funcionaria por fallida compra de la casa de Allende:

Permanencia de Moya en Segpres acrecienta
tensión entre el FA y el Socialismo Democrático

C. CASTILLO, J. CASTRO y E. CANDIA

Desde el frenteamplismo llamaron al PS a “asumir sus
responsabilidades” mientras el presidenciable Gonzalo Winter
justificó los dichos de Francisca Moya en la Cámara.

En La Moneda hay quienes aseguran que al retirar a la jefa de la
división jurídica de la Segpres el foco de la responsabilidad por
el caso recaería en el Presidente Boric.

Macarena Diez, exjefa de División Jurídica
del Ministerio de Bienes Nacionales, BB.NN.,
según publicó “El Mercurio” en marzo, dijo el
22 de enero en su declaración a la fiscalía
que en octubre de 2024 asistió a una reunión
con Leonardo Moreno, entonces asesor del
Segundo Piso de La Moneda; Bernardita
Nazar, abogada del equipo de asesores de la
Presidencia, y Denisse Hernández, jefa de
gabinete de Bienes Nacionales, y que les
planteó “preocupaciones” por la compra,
“debido a que la parte vendedora eran una
senadora y una ministra de Estado, entre
otros”, por lo que “se podrían poner en cues-
tionamiento la transparencia, probidad y
conflicto de interés de todo el proceso y, por
supuesto, de las involucradas. Adicionalmen-
te, porque además de la ministra de Bienes
Nacionales (Marcela Sandoval, a quien el
mandatario Gabriel Boric le pidió la renuncia
el pasado 6 de enero), lo firmaba el Presi-
dente de la República”.

En ese sentido, aseveró que “las conse-
cuencias jurídicas y políticas ellos quedaron

de revisarlas con la Secretaría de Comuni-
caciones de la Presidencia (Secom), en
conjunto con Comunicaciones del ministerio
(de Bienes Nacionales)”.

A su vez, Francisca Moya —jefa de Divi-
sión Jurídica de la Segpres, cuya remoción
busca el Partido Socialista tras su interven-
ción en la comisión investigadora (ver nota
superior)— describió a la fiscalía cronológi-
camente la tramitación del decreto. “El día
25 de noviembre del 2024 se dictó el acto.
Este fue remitido en formato Word; a las
18:40 horas aproximadamente llegó al
correo electrónico de José Miguel Ledesma

(abogado de la división), sin copia a mí, desde
la jefa de la División Jurídica del Ministerio de
Bienes Nacionales, Macarena Díez”, dijo,
según publicó este medio también en marzo.
En ese sentido, detalló que cuando llega un
decreto a la división, Ledesma se encarga de
asignar a uno de los abogados su revisión.

Al día siguiente, un estafeta de Bienes
Nacionales llegó con los tres decretos (los
otros dos correspondían al traspaso de
bienes de la familia del expresidente Patri-
cio Aylwin) y en horas de la tarde, José
Miguel Ledesma se los derivó al abogado
Vicente Bustos. Sin embargo, “este último

se encontraba con alta carga de trabajo”.
Por dicho motivo, el 27 de noviembre se
decide derivar el decreto a Lucas Vera,
quien “revisó los tres decretos ese mismo
día, dejándolos para firma”.

Moya explicó que “el cambio de abogado
de Vicente Bustos a Lucas Vera se debe a
que, desde el Ministerio de Bienes Naciona-
les, entiendo que Macarena Diez se comuni-
có con José Miguel Ledesma para solicitar
la premura de la firma de estos decretos”.
La jefa jurídica de la Segpres también
explicó que Vera no contaba con título de
abogado, debido a que le faltaba jurar ante
la Suprema. En ese sentido, el licenciado se
presentó ante la comisión investigadora del
Congreso por el caso y afirmó que hizo
revisión de los decretos. En esa misma
oportunidad, Moya aseguró que, posterior a
la revisión por parte de Vera, el decreto fue
revisado por ella misma.

En el marco de su declaración judicial y
sobre la inhabilidad del artículo 37 bis en el
caso de la exministra Fernández y el 60 en el

caso de la senadora Isabel Allende, Moya
comentó a la fiscalía que “desconozco quién
debió haber considerado las prohibiciones
que establecía la Constitución, pues desco-
nozco quiénes son las personas a quienes se
les encargó planificar, analizar y materializar
esta tarea. Respecto de los cuestionamien-
tos a mi persona, específicamente por visar
el decreto que firma el Presidente de la
República, quisiera señalar que el decreto es
completamente legal, como fue ratificado
por la Contraloría General de la República”.
Dicho lo anterior, aseguró que “ni mi equipo
ni yo fuimos responsables o parte de las
personas que estuvieron a cargo de planifi-
car el diseño y materializar esta tarea.
También me gustaría aclarar que el decreto
supremo no constituye un contrato, no es un
acto bilateral ni suscrito por particulares. Lo
que hace es autorizar la adquisición de un
inmueble por sus específicas cualidades, es
decir, no implica la compraventa del inmue-
ble, el decreto no adolece de vicios de cons-
titucionalidad ni legalidad”.

Advertencia y revisión de licenciado: Declaraciones a fiscalía de las jefas jurídicas de BB.NN. y Segpres
“Desconozco quién debió haber considerado las
prohibiciones que establecía la Constitución, pues
desconozco quiénes son las personas a quienes se les
encargó planificar, analizar y materializar esta tarea”.

EXTRACTO DE DECLARACIÓN ANTE FISCALÍA DE FRANCISCA MOYA, JEFA DE DIVISIÓN
JURÍDICO-LEGISLATIVA DE LA SEGPRES

Choque de
declaraciones

‘‘Es inexplicable que
se sostenga a una
funcionaria que reconoció
que conocía de la
inhabilidad y aun así no
advirtió al Presidente Boric
ni al ministro de la cartera”. 
.............................................................................

RAÚL SOTO
DIPUTADO PPD 

‘‘Se debe determinar
un sumario de Segpres,
cosa que no hizo el ministro
Elizalde. Al parecer, sigue
sin cumplir con sus
obligaciones, que era haber
cesado a la jefa jurídica y
haber iniciado un
sumario”.
...........................................................................

ANDRÉS LONGTON (RN)
PRESIDENTE COMISIÓN INVESTIGADORA

‘‘El Presidente
(Boric) hizo valer la
responsabilidad al más
alto nivel, le pidió la salida
a la ministra donde estaba
radicado este proceso”.
...........................................................................

ÁLVARO ELIZALDE
MINISTRO DEL INTERIOR 
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